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León, Guanajuato, a diecinueve de junio del año dos mil siete. . . . . . . .  

V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 028/2007-RI, promovido por el Ciudadano Aurelio González Hernández; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación de la resolución impugnada, atento a la que establece la fracción II del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.-  La existencia del acto impugnado, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en fecha treinta y uno de octubre de dos mil seis, se encuentra debidamente acreditada en autos tanto por la copia de dicha resolución aportada por el recurrente, y que obra en autos a fojas 22 a la 73, la que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 132 y 212 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicados supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo el último párrafo del artículo 41 del Reglamento Municipal mencionado; así como por el reconocimiento que de la misma, formula la autoridad demandada al contestar el recurso de inconformidad, lo que constituye una confesión, de conformidad con lo señalado en el artículo 205 del citado Código. . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser una cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este  Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa la autoridad demandada no hizo valer causal de improcedencia alguna y de oficio este Juzgador advierte que no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del invocado Reglamento de Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

QUINTO.- No encontrando alguna causal que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los agravios esgrimidos por el recurrente. . 

En el primer agravio, refiere que, en relación a un parte informativo suscrito por el elemento de policía Martín Martínez Pereira, la autoridad demandada le confiere pleno valor probatorio según lo dispuesto por el artículo 96, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles para la Estado de Guanajuato, haciendo una transcripción del mismo y señalando lo siguiente: “Quiero decir que si a este documento por parte del inferior se le da pleno valor probatorio, entonces ruego a su señoría que considere lo expuesto y que se de valor pleno a mi dicho de que yo nunca estuve presente en ese lugar, ...pues a la luz de lo analizado se desprende en que nunca incurrí en ninguna de las hipótesis de las que injustamente me está atribuyendo el inferior a su señoría, es ilusorio que si al analizar el contenido del parte informativo se desprende que su servidor nunca estuve en el lugar de los hechos y que a pesar de eso se me quiera sancionar a un cuando no existe falta alguna …” . . . . . . . . . . . . . . . . .  

El agravio en estudio resulta ineficaz por insuficiente, toda vez que de lo expresado por el recurrente se desprende que su intención es que a su dicho de que nunca estuvo en lugar de los hechos, este juzgador dé pleno valor probatorio tal y como la autoridad demandada se lo dio al parte informativo elaborado por el ciudadano Martín Martínez Pereira; sin embargo no aporta elemento de convicción alguno mediante el cual acredite su dicho y pasa desapercibido para el recurrente que la autoridad demandada para su determinación, no sólo se basó en el parte informativo, sino en todos los medios de prueba que obran dentro del expediente del procedimiento administrativo disciplinario número 305/05, incluso hay que resaltar que en dicho parte se consigna que los otros dos elementos involucrados en los hechos -Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna- lo señalaron como el tercer elemento, lo cual queda corroborado tanto con la bitácora de servicio de la unidad 89 del turno “A” de fecha cinco de junio del dos mil cinco, que consta a foja 97 del presente expediente, como con la lista de tripulación de las unidades de la comandancia rural, de la misma fecha y que obra a foja 102, de las cuales se establece que el responsable de la unidad 89 lo es el elemento Aurelio González Hernández, parte impetrante del presente recurso; incluso en la bitácora se reseña que a las 16:55 horas del día antes señalado, dieron indicaciones a un puesto que tenía películas para adultos exhibiendo en presencia de menores sin novedades en el Boulevard Constelaciones. Ese reporte en la bitácora coincide con la hora aproximada que se señala en el parte informativo en que el ciudadano Rafael Vargas Jaramillo manifestó que siendo las 17:00 horas aproximadamente había arribado a su negocio ambulante una unidad de policía municipal, con tres elementos de la cual no observó el número de la misma, siendo su negocio de venta de discos compactos y que se ubica en la calle Alberto Echeverry y Boulevard Constelaciones, dándose así con ello una circunstancia de tiempo, modo y lugar de los hechos así como la identidad del responsable de la unidad 89, lo que produjo convicción al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, de que el tercer elemento involucrado es el ahora recurrente y por lo tanto corresponsable junto con los elementos Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna, de la comisión de las faltas graves por las que fueron sancionados con destitución por el citado Consejo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es por lo antes expuesto que el agravio en estudio es ineficaz por insuficiente, ya que la autoridad demandada si valoró adecuadamente el parte informativo en conjunción con las demás medios de prueba que obran en el procedimiento administrativo disciplinario número 305/05, en tanto que el recurrente no aportó prueba alguna a fin de acreditar su dicho de que no estuvo en el lugar de los hechos.   

Por otra parte, en ese mismo primer agravio el recurrente manifiesta: “…..la denuncia debe ser corroborada con otros elementos de prueba; en esas condiciones, debe convenirse que el dicho del denunciante no es apto para tener acreditada la probable responsabilidad del suscrito en la comisión de una falta administrativa de que se me pretende atribuir, por lo que es de subrayarse que, en todo caso, se encuentra aislada la denuncia, al encontrarse frente a frente por un lado la denuncia del quejoso y por otro lado la prueba documental que ofrezco donde el mismo denunciante y ante la presencia de un notario público extiende un documento notariado para darle firmeza a su dicho y expone que desconoce toda acusación y tacha como falso toda acusación hecha contra el que suscribe y desconoce de la acusación existente en la dirección de asuntos internos y aún con estos elementos el órgano que resuelve lo hace haciendo una interpretación errónea sin motivación ni fundamentación y al no cumplirse este requisito de autoridad carece entonces de solidez legal la sanción impuesta.”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    
De esta parte del agravio en análisis, respecto de que la denuncia debe estar corroborada con otros medios de prueba, debe decirse que tal agravio es infundado, pues de la lectura de la resolución se advierte, que la autoridad demandada sí corroboró con otros medios de prueba la denuncia, ya que es evidente que no fueron solamente las declaraciones de los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo, Salvador Vargas Jaramillo y María Angélica Hernández Alba, los únicos medios de prueba que se tomaron en cuenta dentro del procedimiento administrativo disciplinario llevado a cabo por el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia  para determinar la responsabilidad de los elementos sujetos a procedimiento, sino la serie de probanzas contenidas en el expediente administrativo número 305/05-P como los ya mencionados parte informativo elaborado por el ciudadano Martín Martínez Pereira; la bitácora de servicio de la unidad 89 del turno “A” de fecha cinco de junio del dos mil cinco; y la lista de tripulación de las unidades de la comandancia rural, de la misma fecha, entre otras, las cuales fueron valoradas, por la autoridad demandada, como se aprecia en los Considerandos Cuarto y Quinto de la resolución impugnada, de ahí que resulte infundado el agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a que el recurrente señala que la denuncia es una acusación aislada y que él ofreció un documento notariado donde los denunciantes “desconocen” toda acusación, es inoperante tal planteamiento, en virtud de que el inicio de las investigaciones por parte del Secretario Técnico del Consejo, no derivó de la denuncia formulada por los afectados, sino de un escrito emitido por el vocal del propio Consejo de Honor y Justicia y primer Comandante Juan Pedro González Pérez, el cual consta a foja 74 del presente expediente, por lo que no se trata de una acusación aislada, entendida esta como una acusación sin sustento, toda vez que en dicho escrito se contienen tres aspectos importantes para sustentar la denuncia, el primero, que el ciudadano Salvador Vargas Jaramillo acordó entregar dinero a elementos de policía entre las 23:00 veintitrés horas del día cinco y 0:00 cero horas del día seis, ambos días del mes de junio del dos mil cinco; segundo, que se dieron a conocer los hechos al comandante Juan Gerardo Gallardo Carreón, Jefe Delegacional de la Zona Rural, quien ordenó un operativo para la detección de la unidad que acudiría a la cita; y, tercero, que a las 0:10 cero diez horas del seis de junio del año dos mil cinco, arribó al lugar acordado la unidad 89, y que al cuestionárseles a los elementos que la tripulaban sobre quien era el tercer elemento involucrado, mencionaron al policía de primera Aurelio González Hernández, por lo que no resulta aislada de manera alguna la denuncia, es por ello que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, realizando las investigaciones respectivas a través del Secretario Técnico, determinó, con sustento en las probanzas que se allegó, la responsabilidad del ahora recurrente; ahora bien, si a su juicio tales probanzas eran insuficientes, en los agravios en su escrito inicial debió haber hecho valer tal premisa y demostrarlo así, ante este Juzgador. . . . . . . . . . 

En cuanto al documento notariado que ofreció como prueba de su intención, el mismo resulta ineficaz para el efecto pretendido por el recurrente, de que se le exima de responsabilidad, pues la investigación realizada por el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, es independiente y ajena a la voluntad de los ciudadanos Rafael y Salvador, ambos de apellidos Vargas Jaramillo, ya que si bien es cierto que el primero fue el que inicialmente denunció los hechos, también es cierto que quien presentó la denuncia ante la Dirección de Asuntos Internos, fue el Primer Comandante y Vocal del Consejo de Honor y Justicia, Juan Pedro González Pérez, por lo que tal y como lo marca la autoridad demandada, los señores Vargas Jaramillo no son partes dentro del procedimiento, en todo caso, fueron testigos de la comisión de faltas graves, de ahí que el intento de su desistimiento o retractación no puede surtir efecto en la manera pretendida por el recurrente, porque el tramite del procedimiento administrativo disciplinario se inició, como ya se dijo, por la denuncia formulada por el Primer Comandante y Vocal del Consejo de Honor y Justicia, en los términos de la fracción I del artículo 11 del Reglamento del Consejo de Honor de Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que a la letra dice:. . . 

“Artículo 11.- Son atribuciones de los vocales del Consejo: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I.- Denunciar ante el Secretario Técnico las faltas graves de que tengan conocimiento”. . . . 

Así las cosas, se puede concretar que el procedimiento administrativo disciplinario previsto en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, no inicia únicamente por denuncia de parte afectada, sino que puede iniciarse y seguirse de oficio, o mediante denuncia de cualquier persona que tenga conocimiento de la comisión de faltas administrativas de parte de elementos de los cuerpos de seguridad, tal y como lo establece el artículo 40 del Reglamento del Consejo antes mencionado, por lo que el hecho de que los señores Vargas Jaramillo, mediante el escrito de fecha treinta de septiembre de dos mil cinco, ratificado ante Notario Público, manifiesten, en relación a los oficiales de policía Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna que: "Nunca hemos tenido ningún problema con los mismos, ni con ellos ni con ningún otro oficial de policía”, resulte intrascendente, pues la resolución de sanción del Consejo de Honor y Justicia como se ha referido, es el resultado de la investigación practicada por la Secretaría Técnica del citado Consejo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .

En el segundo agravio se aduce: “Me causa agravio que se le dé validez a lo que literalmente exponen los quejosos y los supuestos testigos, pues yo al comprobar a través de los propios quejosos que estos reconocen plenamente que se confundieron al señalarme como el policía que les ocasiono un acto de molestia, entonces cabe la realización de una operación lógica donde como resultado los testigos finalmente pierden esa calidad………….. Por que después de ocurridos los quejosos en un acto puramente voluntario sin coacción ni violencia………para entregarme un documento notariado donde en su contenido se retractan y aceptan que se equivocaron………...y aún cuando la dirección de asuntos internos tiene conocimiento de la existencia de este documento porque en la audiencia correspondiente yo lo aporte como prueba de mi parte y simplemente no le dieron ningún valor probatorio”. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Resulta infundado el agravio propuesto, ya que no le asiste la razón al recurrente, toda vez que los ciudadanos Rafael y Salvador, ambos de apellidos Vargas Jaramillo, nunca señalaron al recurrente, sino simplemente hacen referencia al conductor de la unidad de policía, a quien como ya se dijo en párrafos anteriores, se le identificó mediante la revelación hecha por los ciudadanos Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna, así como por la bitácora de servicio de la unidad 89 del turno “A” de fecha cinco de junio del dos mil cinco, que consta a foja 97 del presente expediente, como con la lista de tripulación de las unidades de la comandancia rural, de la misma fecha y que obra a foja 102, de las cuales se establece que el responsable de la unidad 89 lo es el elemento Aurelio González Hernández,  de ahí que resulte valido el que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, lo tenga como responsable de la comisión de faltas graves previstas en el Reglamento de dicho Consejo. Por otra parte respecto de que no se le dio ningún valor probatorio al documento notariado y suscrito por los señores Vargas Jaramillo, tampoco le asiste razón ya que consta en el inciso A) del Considerando Quinto (fojas 54 y 55 del presente expediente) de la resolución impugnada que la autoridad demandada, consignó lo siguiente: “Quinto.- En ese orden de ideas……………. A) Notificado que fue legalmente….AURELIO GONZALEZ HERNANDEZ ……….aportó como prueba de su parte copia simple de un escrito suscrito al parecer por los CC. RAFAEL VARGAS JARAMILLO y SALVADOR VARGAS JARAMILLO, que consta en una foja útil por su frente, con fecha del 30 treinta de septiembre del año 2005 dos mil cinco y así mismo acompañan copia simple de una ratificación pasada ante la Fe del Notario Público 48 de este partido judicial, el C. LIC: ALFONSO DURAN LLAMAS, de fecha…". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La primera documental en cita adquiere valor probatorio de conformidad con lo dispuesto por los artículos 132 ciento treinta y dos, adminiculado con lo establecido por los artículos 96 noventa y seis fracción II segunda, 202 doscientos dos, 207 doscientos siete y 212 doscientos doce del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente…”. . . .        
Hasta aquí, de lo antes expuesto, se desprende que la autoridad demandada sí tuvo al documento que aportó como prueba el recurrente, como un documento público y que le dio pleno valor probatorio, al hacer referencia específicamente a los artículos 132 y 207 del citado Código de Procedimientos Civiles que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 132.- Son documentos públicos aquellos cuya formación esta encomendada por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un funcionario público, revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes.”

“ARTÍCULO 207.- Los documentos públicos hacen prueba plena. Los procedentes del extranjero tendrán el valor probatorio que les conceda el Código Federal de Procedimientos Civiles.”

Así las cosas, la autoridad demandada sí le dio valor probatorio al escrito presentado por el recurrente, sin embargo consideró, frente a las otras pruebas, que no le daba plena convicción y certeza de la veracidad de los hechos manifestados en dicho documento por los ciudadanos Vargas Jaramillo, toda vez que no tienen el carácter de parte en el procedimiento administrativo disciplinario, en el que se protege no un bien jurídico particular sino el bien social, aunado a que como consecuencia de dicho escrito, no puede considerarse que no tenga ninguna responsabilidad el recurrente, pues la manifestación de tales personas no constituyeron las únicas pruebas existentes dentro del procedimiento instaurado, sino que existen otras declaraciones de testigos, como la ciudadana María Angélica Hernández Alba y del ciudadano Guadalupe López Leiva, que son coincidentes entre sí y en estrecha relación con las testimoniales vertidas por los hermanos Rafael y Salvador Vargas Jaramillo (fojas 82 y 90), los días veinticuatro y veintiocho de junio de dos mil cinco, respectivamente, además de las declaraciones testimoniales de los elementos Martín Martínez Miranda y Pedro Nava Miranda, las cuales resultan congruentes con el resto del material probatorio existente dentro del procedimiento en cuestión, lo que lleva a concluir que el agravio es infundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En un segundo punto del agravio en análisis, el recurrente en relación a la sanción de destitución manifiesta que se resolvió: “sin tener los elementos suficientes para justificar la probable responsabilidad del suscrito, dando únicamente a sus elementos de prueba la fuerza y plenitud de datos bastantes es tanto como torcer el espíritu de la ley, que aunque no requiere para motivar una resolución de esa naturaleza que haya pruebas evidentes de la responsabilidad de un inculpado, si exige que los antecedentes que arroje la investigación sean suficientes…….” , para más adelante concluir diciendo: “…los elementos de prueba que sirvieron a la responsable para dictar la destitución de mi empleo que se combate en esta vía carecen de fuerza legal para acreditar mi probable responsabilidad en la comisión de la falta administrativa en comento, ya que no contienen en si mismos datos suficientes que así lo determinen y se destruyen con la prueba documental notariada que ofrezco y que en su momento no fue debidamente valorada…” . . . . . . . . 
Para este juzgador resulta también infundada esta parte del agravio, pues como ya se dijo en líneas anteriores, la autoridad demandada si valoró la documental aportada por el recurrente; por otro lado de las constancias que integran dicho procedimiento, se advierte que de la investigación, con las pruebas existentes, entre otras, como lo son la bitácora de servicio de la unidad 89 del turno “A” de fecha cinco de junio del dos mil cinco; la lista de tripulación de las unidades de la comandancia rural, de igual fecha, y de las cuales se establece que el responsable de la unidad 89 lo es el elemento Aurelio González Hernández; el parte informativo suscrito por el ciudadano Martín Martínez Pereira; las declaraciones de los testigos, María Angélica Hernández Alba, Guadalupe López Leiva, los hermanos Rafael y Salvador Vargas Jaramillo, Martín Martínez Pereira y Pedro Nava Miranda; las cuales resultan congruentes con el resto del material probatorio existente dentro del procedimiento en cuestión, se justificaron los elementos necesarios para fincar la responsabilidad administrativa del ahora recurrente, y que no obstante el escrito ratificado ante Notario Público, no fue suficiente frente a las demás pruebas para desvirtuar tal responsabilidad, y toda vez que el régimen de responsabilidades relativo no tiene como propósito fundamental salvaguardar intereses particulares mediante el procedimiento sancionador, sino preservar una prestación óptima del servicio público de seguridad, lo que conllevó a la autoridad demandada a sancionarlo, de ahí que resulte infundado el agravio  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En el tercer agravio, en relación al inciso A) del Considerando Quinto aduce el recurrente que: “….una vez que el propio inferior reconoce plenamente y además de manera fundada que mi prueba adquiere valor probatorio entonces se reconoce la veracidad de su contenido y si este señala literalmente que el quejoso desconoce toda acusación que haya realizado en mi contra por no ser ciertos los hechos que incluso expuso ante el colegiado de asuntos internos, ante esta situación el quejoso pasa de ser ofendido, testigo de mi dicho el cual se robustece desapareciendo la parte ofendida…….. Por consiguiente lo que expone el inferior en la continuación de su narración no tiene ninguna fundamentación ni motivación por lo que me causa agravio…..”. . . . . . . . . . . . . 
Para este juzgador resulta infundado el agravio en comento, en primer lugar como ya se dejó asentado en párrafos anteriores, quien hizo la denuncia que dio inicio a la investigación fue el Primer Comandante y Vocal del Consejo de Honor y Justicia, Juan Pedro González Pérez, por lo que los ciudadanos Rafael y Salvador, ambos de apellidos Vargas Jaramillo, nunca tuvieron el carácter de quejosos y, en segundo lugar, el inciso A) del Considerando Quinto de la resolución que se impugna no carece de fundamentación y motivación al valorar la documental señalada; pues tal y como se desprende del texto de dicho inciso, se plasmaron los fundamentos y en cuanto a la motivación, la autoridad demandada razonó en el sentido de que el escrito presentado por el recurrente comprobó que ante Notario Público los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo y Salvador Vargas Jaramillo realizaron manifestaciones, dando fe de ello, pero no formó convicción acerca de la veracidad de lo manifestado por los ciudadanos en comento, además de que consideró que por medio de las declaraciones rendidas ante el Secretario del Consejo de Honor y Justicia por parte de los citados ciudadanos, se tuvo conocimiento de los hechos ocurridos, finalizando su argumentación precisando que los ciudadanos antes nombrados, como denunciantes, no tenían la calidad de partes, por lo que sí se encuentra fundada y motivada su determinación; no debiendo olvidar que si en el citado documento público se contienen declaraciones de verdad o manifestación de hechos de los particulares mencionados, tal documental solo prueba que ante dicho notario se hicieron valer tales declaraciones o manifestaciones, pero no son prueba de la verdad de lo declarado o manifestado ante él. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en el agravio en comento se afirma que mientras las pruebas no sean articuladas no puede afirmarse la comprobación de la responsabilidad del recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Resulta ineficaz por insuficiente tal planteamiento, ya que no establece cuales ni en que forma debió la autoridad demandada articular las pruebas, así como tampoco la forma en que trascenderían éstas al fallo en su beneficio, pues solamente de esa manera podría analizarse si la omisión de "articulación" causó perjuicios al recurrente, y por ende, determinar si es ilegal, por lo que en el caso, al no reunirse los requisitos mencionados, resulta insuficiente para lograr un pronunciamiento acerca de la legalidad o no de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es por todo lo antes expresado, que es de concluirse que no encontrando motivo para declarar la ilegalidad de la resolución impugnada, toda vez que los agravios enderezados en contra de la resolución emitida en el procedimiento administrativo disciplinario número 305/05-P, son ineficaces para producir la nulidad de dicha resolución, por ser infundados, inoperantes e insuficientes, resulta que lo procedente en la presente causa administrativa es reconocer la validez de la resolución impugnada, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 47 y 48, fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato; por lo que es de resolver y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el recurso de inconformidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, con fecha treinta y uno de octubre del dos mil seis, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 305/05, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente Resolución. . . 


Notifíquese a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a la autoridad demandada por oficio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . 


Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María Del Rocío Villanueva Sánchez.- quien da fe. . . . .  

